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ESPAÑA SIGLO XX
1. EL REINADO DE ALFONSO XIII.
La España de 1900 está aquejada de un potente trauma provocado por la crisis de 1898. La pérdida de los restos del imperio colonial -Cuba, Puerto Rico y Filipinas- en la guerra contra los Estados Unidos de Norteamérica, abrió un gran debate intelectual sobre los males de la patria. Fue la hora de los regeneracionistas para que el país recobrase el pulso. Estos regeneracionistas defendían la necesidad de modernizar las estructuras básicas españolas en todos sus órdenes. Los regeneracionistas planteaban, pues, una estrategia de acción para transformar los tres planos fundamentales del quehacer social del hombre. Desde el punto de vista político era preciso superar las prácticas caciquiles y que la política respondiese a los movimientos de opinión pública y a la libre controversia entre los ciudadanos, ensanchando los cauces de la toma de decisiones. En el plano social los discursos regeneracionistas aspiraban a la constitución de un país de clases medias, condición indispensable para la democratización efectiva. En cuanto a la dimensión económica, la extensión de la industrialización siempre estaba presente. En suma los regeneracionistas auspiciaban un catálogo de modernizaciones cuyo objetivo último perseguía la existencia de un Estado revitalizado y la consolidación de una sociedad civil. 
En Cataluña y el País Vasco estos discursos, añadían variantes muy significativas que hacían referencia a la ordenación del Estado. Los nacionalistas vascos y catalanes cuestionaban el centralismo estatal reclamando ámbitos relevantes de autogobierno.
La apertura de un proceso reformista recayó en los dos partidos clásicos del mundo constitucional de 1876: el conservador, consolidado por Cánovas del Castillo, y el liberal, bajo la égida de Práxedes Mateo Sagasta. 
Quizás uno de los grandes problemas que tuvo el mundo político monárquico fue la desmembración de los dos partidos históricos en familias. Cánovas y Sagasta lo habían conseguido organizar sus partidos. Pero cuando ambos desaparecieron, el panorama cambió radicalmente..
El panorama político español hasta 1912 recoge una secuencia de proyectos reformistas frustrados y como contrapartida un auge de las demandas sociales que configuran nuevas realidades políticas. Los dos intentos regeneracionistas más relevantes correspondieron al gobierno largo de Antonio Maura (1907-1909) desde el partido conservador y al bienio de Canalejas (1910-1911) desde las filas liberales. Los esfuerzos del primero se centraron en la búsqueda de nuevos cauces políticos que además acentuarán su protagonismo en el partido conservador. La ley electoral de 1907 fue su realización más significativa.. La Semana Trágica de 1909 y las disensiones en el campo conservador acabaron con el gobierno de Maura. 
Importante el significado de la Semana Trágica (26 de julio al 2 de agosto de 1909) por los ingredientes que intervinieron en ella: en primer lugar el rechazo de la población de Barcelona a la guerra de Marruecos, siempre impopula; en segundo lugar la capacidad de movilización del anarquismo barcelonés, en proceso de organización, que dará lugar en 1911 al nacimiento de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) protagonizando; y en tercer lugar el auge del nacionalismo catalán que en 1907 ha conseguido su primer gran triunfo electoral, desplazando a los partidos dinásticos, bajo la denominación de Solidaritat Catalana. La Semana Trágica tomó una expresión anticlerical en la quema de conventos y fue sofocada por el ejército. La represión posterior, cuyo exponente mayor fue la ejecución del pedagogo anarquista Ferrer Guardia, favoreció la caída de Antonio Maura.
El proyecto político de Canalejas, inconcluso tras su asesinato en diciembre de 1911, abrió el debate sobre tres cuestiones de gran calado: las relaciones Iglesia-Estado, las relaciones capital-trabajo y la posible reordenación del Estado.

A partir de 1912 la política española entra en una pendiente de inestabilidad y crisis que desembocará en la dictadura de 1923. Los gabinetes se suceden sin que puedan cuajar los programas de gobierno. A pesar de que surgen proyectos razonables de corte reformista, cada vez resulta más complicada la consecución de mayorías estables. La fragmentación de los partidos dinásticos se hace más acusada. Esta crisis política se refiere fundamentalmente al mundo monárquico regulado por la constitución de 1876.
Paralelamente a esta ambientación se está produciendo una modernización política que, paradójicamente, amplifica la crisis del sistema. El caciquismo no ha desaparecido de la escena, pero se encuentra fragmentado y en descomposición. La opinión pública, uno de cuyos síntomas es el desarrollo del periodismo, cada vez tiene mayor incidencia en las estrategias de los políticos. Los programas electorales se perfeccionan y depuran conforme aumenta el interés de la ciudadanía por la política. Así se consolidan otras opciones políticas e ideológicas que se sitúan o son situadas fuera del sistema político, presentándose como alternativa al mismo. Los partidos republicanos muestran un cierto agotamiento en beneficio del PSOE que en 1922 se coloca como el partido más votado de la ciudad de Madrid. Igualmente desde 1907 los partidos nacionalistas son francamente hegemónicos en Cataluña y en el País Vasco. 
A partir de 1912 el incremento constante de la conflictividad social y política que diseñaría un esquema de enfrentamiento entre un sistema político monárquico con escasa vocación integradora y una especie de antisistema que agruparía a los partidos republicanos, al socialismo, al movimiento obrero y circunstancialmente a los nacionalismos periféricos. Este crescendo de la conflictividad tendría como punto de partida la Semana Trágica barcelonesa de 1909, alcanzando mayor resonancia durante la guerra mundial de 1914 a 1918, época en la que a pesar de la neutralidad española, la sociedad se dividió abiertamente entre aliadófilos y germanófilos. La crisis económica, como consecuencia del cierre de mercados exteriores con el fin de la guerra europea, y los ecos de la revolución bolchevique, multiplicaron los conflictos con sus principales escenarios en el campo andaluz y en la industrial Cataluña. La huelga general política de 1917 ha sido entendida como una especie de ensayo general de lo que luego significará 1931. Y como trasfondo, la guerra de Marruecos sin fin, humillante, impopular y que favorece dentro del ejército la difusión de un ideario nacionalista, corporativista, de casta y antidemocrático que recela de las críticas que recibe de la sociedad civil. 
1.1. dictadura de Miguel Primo de Rivera (1923-1930)
En septiembre de 1923 el general Primo de Rivera encabezó un golpe militar en nombre del ejército como corporación, dando inicio a siete años de dictadura que dejó en suspenso al mundo constitucional de 1876. Entendida a largo plazo, la dictadura sería una respuesta a la crisis política; a corto plazo es preciso tener en cuenta la guerra de Marruecos y el tema de la responsabilidad regia. 
Su gran momento llegó en 1925 cuando una intervención militar hispano-francesa resolvió la guerra de Marruecos. La otra cuestión que interesa destacar corresponde a la política económica de marcado carácter nacionalista que plantea el intervencionismo estatal. 
A partir de 1926 se acrecentó la oposición a la dictadura. Su visión de España la enfrentó a los nacionalismos catalán y vasco. Además está la oposición del anarcosindicalismo, principal objeto de la represión de la dictadura desde 1923. Paulatinamente las antiguas elites políticas se pasaron al campo opositor con intentonas insurreccionales que encontraron algún apoyo militar. Finalmente Primo de Rivera perdió el apoyo del rey y presentó la dimisión en enero de 1930. Alfonso XIII salió mal parado de la dictadura. Se le reprochaba haber sido el inductor del golpe de 1923, haberlo propiciado o en todo caso no haber hecho nada por evitarlo. Por aceptación o por inacción se hacía responsable al rey, comandante en jefe del Ejército. La opinión pública republicana salió reforzada de la dictadura, sobre todo gracias al apoyo de los principales sectores intelectuales del país que elaboraron un discurso cuyo mensaje latente o explícito hacía hincapié en la incapacidad de la monarquía para modernizar España.
Resultaron baldíos, pues, los esfuerzos de los gobiernos Berenguer y Aznar (febrero 1930 - abril 1931) para restablecer la situación constitucional de 1876. Finalmente las elecciones municipales del 12 de abril de 1931 adquirieron una naturaleza plebiscitaria de hecho sobre la forma de gobierno. El triunfo de la conjunción republicano-socialista fue masivo en los grandes centros urbanos, verdaderos barómetros de la opinión pública. Falto de apoyos, Alfonso XIII suspendió el ejercicio de sus funciones regias y tomó el camino del exilio el 14 de abril de 1931, prácticamente al mismo tiempo que se proclamaba la República.
2. SEGUNDA REPÚBLICA  ESPAÑOLA (1931-1936)
 La instauración del régimen republicano supuso una alteración del rumbo de la política española. Amplio espectro que recogía opciones ideológicas y aspiraciones políticas de diferente cuño. Allí tomaban asiento desde los republicanos más moderados encabezados por Niceto Alcalá Zamora, presidente de la República desde diciembre de 1931 hasta abril de 1936, al republicanismo de centro izquierda, personificado en la figura de Manuel Azaña y su grupo Acción Republicana, pasando por el partido radical de Alejandro Lerroux. En cuanto al PSOE pronto se convirtió en el partido con mayor impronta electoral y calado social del arco republicano. 
El mundo monárquico y conservador quedó fuera de la circulación política el 14 de abril de 1931 y tardó tiempo en recomponerse dentro de la nueva situación. En 1932 se organizó la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), liderada por Gil Robles. El problema radicaba en el difícil encaje de la CEDA en una república laica y progresista según la Constitución de diciembre de 1931 que había definido el nuevo régimen como una república de trabajadores de toda clase. La derecha monárquica antiparlamentaria, antirrepublicana y partidaria de una monarquía corporativa se organizó en torno a Calvo Sotelo en Renovación Española. La versión española del fascismo nació en 1933 con la reunión de diversos grupúsculos en Falange Española de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista, dirigida por José Antonio Primo de Rivera, hijo del dictador. 
El programa reformista se desarrolló entre 1931 y 1933. Abarcaba un amplio conjunto de temas: la propiedad de la tierra, la configuración del Ejército, las relaciones Iglesia-Estado, la redefinición del Estado, las relaciones capital-trabajo, las relaciones de género, la universalización de la cultura. Algunas de estas reformas se emprendieron con decisión, otras con timidez, ingenuidad o inexperiencia. Dada su trascendencia, cada reforma multiplicó los debates y los conflictos.
2.1. La reforma agraria.
La reforma agraria ocasionó una de las polémicas más intensas de la Segunda República. La transformación de las estructuras de la propiedad de la tierra había despertado las esperanzas de la legión de campesinos sin tierra. Las primeras décadas del s. XIX había supuesto una auténtica contrarrevolución agraria acentuándose la concentración de tierras en pocas manos. Las desamortizaciones de Mendizábal y Madoz se hicieron en beneficio de las nacientes burguersías. Así el campo se convirtió en fuente eterna de conflictividad social sin que se realizara ninguna corrección a lo largo de un siglo. El 14 de abril de 1931 fue entendido en la España agraria como el momento decisivo para alterar radicalmente la secular situación. Sin embargo la ley, de Reforma Agraria de 1932, complicada técnicamente y difusa y tímida en sus objetivos, planteaba un ritmo tan lento en su desarrollo que generó un profundo desengaño en las zonas latifundistas, sin que ello evitara el temor de los propietarios y su oposición al nuevo régimen.
2.2. Relaciones Iglesia-Estado.
La separación Iglesia-Estado originó una controversia decisiva por sus implicaciones posteriores. La quema de conventos de mayo de 1931 en Madrid no ayudó a crear las condiciones para el debate de esta cuestión. La expulsión de los jesuitas y el papel jugado por el primado cardenal Segura ahondaron el problema. La laicización del Estado y de la sociedad y de las relaciones entre ambos era una de las reivindicaciones básicas del republicanismo histórico en cualquiera de sus variantes y condición necesaria para la democratización política. En el caso español el concordato de 1851 había establecido una fuerte ligazón entre la Iglesia y el Estado, cerrando la polémica provocada por la desamortización eclesiástica de Mendizábal. El concordato aseguraba la financiación estable del culto católico y del clero, además del intervencionismo de la Iglesia en la enseñanza. Por tanto la separación de 1931 significó que la iglesia perdiera su influencia privilegiada y su estabilidad económica. La constitución de 1931 estableció que el Estado no tenía religión alguna, ni sufragaba ningún culto, además de imponer severas restricciones a las congregaciones para ejercer la enseñanza. Así las relaciones Iglesia-Estado fueron sumamente tensas entre 1931 y 1933.

2.3. El ejército.
En 1931 el Ejército español era una maquinaria inoperante, anticuada, cargada de oficiales ineficientes, separada de la sociedad civil, que además alimentaba actitudes de casta, fuertemente corporativas, y pautas ideológicas nacionalistas y autoritarias. Por supuesto también existían sectores militares proclives a la República. Pero se imponía un programa de modernización técnica y política. Manuel Azaña era un gran conocedor del tema y planteó la reforma en profundidad del mundo castrense, que fue mayoritariamente entendida en los cuarteles como un ataque a la corporación. Disminuir el número de oficiales, sustituir hombres por máquinas, reformar las enseñanzas militares y asociarlas a la Universidad, someter a los militares al poder civil, limitar su influencia política y republicanizar a la institución, conformaban el horizonte de las reformas. La ley de retiro de 1932 tuvo unas repercusiones contrarias a las deseadas, ya que fue aprovechada por muchos militares republicanos para pasar a la vida civil conservando sus sueldos.
2.4. La organización territorial del Estado español.
Pero, quizás, la cuestión que más tensiones produjo fue la reordenación del Estado. La Constitución de 1931, aun recalcando el carácter unitario de la República, reconocía la pluralidad cultural de España y establecía los cauces para la descentralización política. En 1932 entró en vigor el Estatuto Catalán. Cuando estalle la guerra civil, en 1936, el Estatuto Vasco estaba en avanzado proceso, siendo aprobado por las Cortes el primero de octubre de 1936. El Estatuto Gallego estaba en una fase anterior y no llegó a aprobarse. La iniciativa estatutaria se había puesto en marcha en otras regiones españolas, como en Andalucía.
En suma, el régimen republicano tuvo unas enormes dificultades de implantación que entran en la lógica de cualquier cambio de sistema político y que no tienen porqué diseñar necesariamente un horizonte de guerra civil, aunque las tensiones se acumulen en muchas direcciones. No obstante la democracia republicana llegó en un contexto internacional especialmente delicado; en plena expansión de los nacionalismos autoritarios, del fascismo o del nazismo, todos ellos marcadamente antidemocráticos y antiparlamentarios. En el extremo oriental de Europa la Unión Soviética ensaya su primera etapa de corte estalinista. Y todo ello adobado por la crisis de 1929, que acabó también por afectar a España. En este último aspecto cabría plantearse una cuestión: el alto coste de las reformas republicanas en un marco de crisis económica.
2.5. Períodos Políticos durante la IIª República

2.5.1. Bienio Reformista. Gobierno: republicano-socialista

2.5.2. Bienio Negro o de Derechas o Radical-Cedista. Gobierno: CEDA (1933-1935)

2.5.3. Frente Popular. Gobierno de coalición entre partidos de izquierdas (enero 1936-1939)

3. LA GUERRA CIVIL. (1936-1939)
Entre el 17 y 20 de julio de 1936 la mayoría del ejército se sublevó contra el gobierno de la República. Se trataba de una rebelión militar que poseía también un sólido apoyo político y civil. Desde el triunfo del Frente Popular en las elecciones de febrero de 1936, el alzamiento militar había sido cuidadosamente preparado, a base de los jefes y oficiales integrados en la Unión Militar Española (UME). La dirección técnica recayó en el general Mola, comandante militar de la plaza de Pamplona, y se desarrolló con cierta facilidad dada la inoperancia del Gobierno para combatirlo.
En términos políticos, en la sublevación de julio de 1936 confluyen varios vectores. El sustrato fundamental es de corte monárquico-corporativo, y vendría representado por la significación ideológica del partido Renovación Española, liderado por Calvo Soltelo. A el se unían la falange, los carlistas, sectores de la CEDA y un conjunto indeterminado ideológicamente pero claramente antirrepublicano, conservador y por tanto, contrario al frente popular y al proyecto reformista de 1931-1933. En esta última tendencia se situaban la mayoría de los generales rebeldes. El 20 de julio de 1936 ya era evidente que la guerra civil era un hecho. La rebelión militar había fracasado en las grandes ciudades de impronta republicana y obrera. Por el contrario el Gobierno no había podido contener el golpe en las regiones más conservadoras del país.
El poder del gobierno republicano fue meramente nominal durante los primeros meses de la guerra. En gran medida la historia política republicana a lo largo de la guerra civil se traduce en el esfuerzo de reconstrucción del poder del Estado.

Por su parte la zona sublevada se hallaba sumida en un ambiente profundamente contrarrevolucionario. Hasta octubre de 1936 el primer entramado de gobierno de los rebeldes fue la Junta de Defensa Nacional, presidida por el general Cabanellas y de composición enteramente militar. Para los militares el tema del mando único era una necesidad inmediata, el vértice de una política de guerra eficaz. Franco era el general mejor colocado para ejercer este mando. A pesar de la oposición del general Cabanellas, el primero de octubre se publicó el decreto convirtiendo a Franco en generalísimo de los ejércitos y en jefe del Estado español, mientras durase la guerra. Posteriormente la marcha de la guerra y una eficaz propaganda que elaboró y divulgó la teoría del caudillo invicto, impregnada de connotaciones religiosas, incrementó progresivamente el poder absoluto de Franco. En Abril de 1937 unificó a todos los grupos políticos que habían apoyado la rebelión militar en un partido único: Falange Española Tradicionalista y de las JONS. Las desapariciones sucesivas de los generales Sanjurjo y Mola y de José Antonio Primo de Rivera, fusilado en la cárcel de Alicante el 20 de Noviembre de 1936, facilitaron el ascenso de Franco.
El apoyo de la Iglesia católica a la rebelión militar entraba en la lógica de las complicadas relaciones entre Iglesia y Estado desde 1931. La dura persecución anticlerical a lo largo de los primeros meses de la guerra en la zona republicana vinculó, más si cabe, a la Iglesia con los sublevados. 
La guerra civil española coincide en su desarrollo con la confrontación a escala europea ante las democracias y los totalitarismos. La guerra trascendió las fronteras españolas, para convertirse en un problema político y emocional que afectó a millones de personas repartidas por todo el orbe. Estamos en plena época de remilitarización y de expansionismo alemanes. La política británica y francesa estuvo dirigida, sin demasiado éxito, a conseguir el aislamiento del conflicto dentro de los límites españoles. Ambos países crearon el Comité de No Intervención, que iba a agrupar a las principales potencias de la época salvo los Estados Unidos de América, con el compromiso, sucesivamente incumplido, de no intervenir en los asuntos españoles. Por motivos estratégicos e ideológicos Alemania e Italia ayudaron decisivamente para la suerte de la guerra a los franquistas, y la Unión Soviética a los republicanos. La Internacional Comunista facilitó la recluta de voluntarios para la República. Fueron las Brigadas Internacionales que en número de 40.000 desfilaron por los principales frentes bélicos españoles. Los nacionales siempre tuvieron a su disposición mayor cantidad de armas y de mejor calidad que los republicanos.
Desde el punto de vista militar la guerra civil se desarrolló en tres espacios básicos sucesivos: Madrid, la fachada cantábrica y el Levante mediterráneo. Es lógico que en los primeros meses la obsesión de los rebeldes fuera la conquista de Madrid, más que por su importancia económica porque era la capital del Estado. Tomar Madrid significaba el éxito último del alzamiento. Mola había fracasado en su conquista en los primeros días. Ahora le tocaba el turno a Franco, quien inició la marcha hacia Madrid desde Marruecos a principios del mes de agosto. Las improvisadas milicias republicanas apenas pudieron frenar a las experimentadas tropas legionarias y de regulares marroquíes. A finales de septiembre los rebeldes ya se encontraban en las proximidades de Toledo. El 7 de noviembre los sublevados habían llegado a las riberas del Manzanares en la madrileña Casa de Campo. Se disponían a dar el asalto final a la gran ciudad símbolo del republicanismo, que había sido abandonada por el gobierno de Largo Caballero. El testigo de la defensa lo recogieron los partidos de izquierda y las organizaciones sindicales que con una gran capacidad de movilización frenaron los embates de las tropas de Franco. La batalla de Madrid continuó hasta el mes de abril de 1937. En febrero de 1937 la batalla del Jarama significó el intento de entrada por el eje de la carretera de Valencia, desde Arganda y Rivas. Por ultimo en abril, el nuevo ensayo partió de la provincia de Guadalajara utilizando como eje la carretera de Barcelona. Una acción ejecutada de forma autónoma por tropas regulares italianas al servicio de Franco. Madrid resistió hasta el final de la guerra.
El segundo teatro de operaciones tuvo como escenarios a Vicaya, Santander y Asturias, es decir zonas especialmente ricas por su potencial minero e industrial. El enorme desfase de armamentos a favor de los franquistas compensó sobradamente las dificultades orográficas que facilitaban la defensa. La superioridad de los atacantes se hizo más evidente en el dominio del aire. La aviación alemana apenas encontró respuesta. En este ambiente se inscribe el bombardeo de Guernica a finales de abril inmortalizado por Picasso, cuya obra fue presentada al público en el pabellón de la República española en la Feria Internacional de Paris en 1937. El 20 de junio las tropas de Franco entraban en Bilbao, recién abandonado por el Gobierno vasco que se negó a que la infraestructura siderúrgica fuera volada. Dos meses después caía Santander. Por fin el 20 de octubre de 1937 los nacionales ocupaban Gijón última ciudad republicana del norte de España a pesar de la tenaz resistencia de los mineros asturianos, muchos de los cuales huyeron a las montañas para continuar la lucha, dando origen a uno de los focos del maquis español.
Una vez liquidado el frente norte, el Estado mayor franquista planteó de nuevo la conquista de Madrid. Sin embargo los republicanos tomaron la iniciativa. A pesar de las derrotas del norte estos habían conseguido un aceptable nivel de ordenación política y económica durante la segunda mitad de 1937. La consolidación del Ejercito Popular de la República superaba la operatividad del anterior mundo miliciano. Las batallas de Brunete y Belchite en el verano, cuya estrategia era aliviar la presión franquista en el norte, habían puesto de manifiesto el incremento de la capacidad bélica de la República. El general Rojo, jefe del Estado mayor republicano, planteó a finales de 1937 la conquista de Teruel. Durante casi dos meses la ciudad aragonesa se convirtió en el punto nodal de la guerra. Los republicanos lograron entrar en ella y conservarla durante algunos días, pero la rápida respuesta de Franco acabó en derrota para los republicanos, que habían comprometido en la operación la mayor parte de sus recursos disponibles.
Los nacionales, bien abastecidos por Alemania e Italia, aprovecharon la inercia de la batalla de Teruel para lanzar inmediatamente una profunda ofensiva en ambos márgenes del río Ebro hacia Cataluña y el Mediterráneo. El Viernes santo de 1938 los nacionales llegaban a la zona de Benicarló y Vinaroz. La República quedaba partida en dos porciones territoriales. Un ambiente de inquietud, desmoralización y derrotismo lleno la retaguardia republicana y a un sector importante del mundo de la política dividido entre los partidarios de una resistencia a ultranza, encabezados por el jefe del gobierno Juan Negrín, y lo que se denominó en aquel momento el partido de la paz, es decir los partidarios de una apertura de negociaciones o simplemente de la rendición. Indalecio Prieto, líder del PSOE o el propio presidente de la republica Manuel Azaña cuestionaban vivamente que hubiera alguna posibilidad de victoria en aquel abril de 1938. 
La batalla del Ebro (julio- noviembre de 1938) es el último intento republicano para lograr el viraje en el curso de la guerra y disponer de una situación de ventaja en el caso de una paz negociada. La ofensiva abría dos frentes, uno bélico, en las cercanías de la desembocadura del río y otro diplomático, aprovechando la situación de máxima crisis internacional existente por la cuestión checa nuevo escalón expansionista de Adolfo Hitler. Finalmente los acuerdos de Munich evitaron, por el momento, la guerra en Europa y la contraofensiva franquista en el Ebro obligó a los republicanos a traspasar el río hacia sus posiciones previas, a principios de noviembre.
La República perdió en el Ebro gran cantidad de recursos, enormes dosis de moral y la esperanza de una paz negociada. El resultado fue una pendiente, acentuada por las discordias políticas en el campo republicano, que encaminaba hacia la derrota final. Sin grandes dificultades los franquistas conquistaron Cataluña entre el 25 de diciembre y el 11 de febrero de 1939. Una muchedumbre de 400.000 personas acompañaron a los restos del ejército republicano en su marcha al exilio francés. La descomposición de la zona republicana alcanzó su máximo el 5 de marzo de 1939 con la sublevación del coronel Casado, jefe del Ejercito del Centro, apoyado por importantes líderes socialistas, republicanos y anarcosindicalistas, contra lo que denominaban la dictadura de Negrín y de los comunistas. La acción de Casado había sido estimulada por el general Franco a través de la quinta columna madrileña, bajo la promesa de aceptar una rendición con ciertas condiciones entre ellas el respeto de la vida de quienes no tuvieran las manos manchadas de sangre, promesa luego incumplida. El 28 de marzo las tropas nacionales entraron en Madrid. Tres días después Franco firmaba en Burgos el último parte de la guerra civil española.
Las consecuencias de la guerra fueron terribles para España: destrucciones urbanas, del patrimonio histórico o del tejido económico. Pero sobre todo las pérdidas del capital humano en cantidad y calidad: unos 250.000 muertos y desaparecidos y 400.000 exiliados. Entre estos últimos había individuos muy cualificados por su labor intelectual y profesional, que fueron a poblar los centros de la cultura de muchos países, en especial de México. Los muertos de la guerra lo fueron en combate o en la retaguardia. 
4. EL FRANQUISMO. (1939-1975)
La dictadura del general Franco estableció algunas de sus características más relevantes durante la guerra civil, donde se afirmó la teoría del caudillaje alrededor de Franco. La heterogénea coalición de fuerzas que se unió a la sublevación militar del 18 de julio de 1936 se cimentó sobre la afirmación del liderazgo militar de Franco. Tres pilares fueron los que sostuvieron la dictadura franquista: el nacionalcatolicismo, los militares franquistas y el partido único. Cuando la Segunda Guerra Mundial cambio de signo la retórica fascista de Falange fue convenientemente atemperada, remarcando el componente del conservadurismo reaccionario español, adobado de un marcado anticomunismo. 
Con la dictadura de Franco se destruyó el proceso de modernización que desde inicios del siglo XX había emprendido la sociedad española y encarnado paradigmáticamente la II República. La sistemática represión, iniciada desde los mismos inicios de la sublevación y proyectada a lo largo del tiempo de la interminable posguerra, fue la piedra armilar sobre la que se asentó la dictadura. Cientos de miles de republicanos partieron hacia el exilio en los últimos meses de la guerra civil tras la caída de Cataluña, 450.000 personas estaban refugiadas en Francia al finalizar la guerra, cerca de la mitad de ellos no retornaron condenados a un exilio interminable, el resto a su regreso engrosó las filas del exilio interior; otros tantos fueron objeto de la represión, unos 270.000 fueron internados en campos de concentración, sometidos a consejos de guerra; 50.000 terminaron frente al pelotón de fusilamiento, otros muchos fueron condenados a largas penas de cárcel, muchos de ellos convertidos en mano de obra esclava en los batallones de trabajo. Todavía en 1950 había 30.000 presos. Los que lograron escapar a la muerte o a largas condenas de presidio fueron sometidos a una sistemática depuración, que llevó a la pérdida de sus empleos, sobre todo en el sector público, y al destierro, atemorizados por el terror y la represión iniciaron un largo exilio interior que no termino hasta la muerte del dictador y la consolidación de la democracia en España. 
Particularmente costoso para la sociedad española fue el exilio, tanto exterior como interior, de buena parte de la intelectualidad española, que dio lugar a la destrucción de la llamada edad de plata de la cultura española del primer tercio del siglo XX. 
Los costes materiales de la guerra fueron cuantiosos, pero notablemente inferiores a los sufridos por Italia y Alemania en la Segunda Guerra Mundial, por lo que el retraso en la recuperación del crecimiento económico debe ser explicado por otras razones, tanto internas como externas. Las primeras fruto de la inviable y, en numerosas ocasiones, delirante política autárquica. Las segundas debido al aislamiento internacional de la dictadura durante la larga posguerra. 
La autarquía fue el modelo económico de la dictadura durante los años cuarenta. A los factores externos, inicio de la Segunda Guerra Mundial y posterior aislamiento internacional, se añadió el componente ideológico basado en un férreo nacionalismo económico de marcado carácter intervencionista. 
El balance global de la autarquía no pudo ser más negativo para la sociedad y la economía españolas, la renta per cápita se había reducido en 1945 a un tercio de la existente antes del estallido de la guerra civil y el PIB y otros indicadores macroeconómicos no alcanzaron los niveles de preguerra hasta 1954. Fueron los años del hambre, donde amplios sectores de la sociedad española padecieron los efectos de una delirante política económica en beneficio de aquellos sectores privilegiados y con conexiones políticas para ampliar o construir desde la nada sus considerables fortunas.
El cambio de Gobierno de julio de 1951 mantuvo el equilibrio de corrientes que sin embargo, los acontecimientos internacionales terminaron por favorecer la continuidad de la dictadura. El estallido de la guerra fría hizo que Estados Unidos mirara con otros ojos al dictador, su anticomunismo y la posición geoestratégica de la península ibérica, como base de retaguardia de Europa occidental frente a la Unión Soviética, llevó al Departamento de Estado de los EE. UU. a poner en sordina el carácter dictatorial del régimen de Franco. El estallido de la guerra de Corea en 1950, con el consiguiente recrudecimiento de la guerra fría, favoreció la continuidad de la dictadura. En 1951 Naciones Unidas autorizaba la reanudación de las relaciones diplomáticas con España y los EE. UU. ofrecieron una primera ayuda económica. A ello contribuyó también la debilidad y las divisiones de la oposición democrática a la dictadura, que fue incapaz de ofrecer una alternativa fiable a los aliados para el restablecimiento de la democracia en España, atrapada como estaba por las divisiones que durante la guerra civil se habían producido en el bando republicano. El 14 de diciembre de 1955 la ONU finalmente aceptaba el ingreso de España en la Organización. Los años críticos para la pervivencia de la dictadura habían sido superados.
Unos años después, en 1956, la oposición a la dictadura llegó a la Universidad. Fue todo un síntoma, el proceso de deslegitimación de la dictadura había comenzado entre los hijos de las emergentes clases medias. Los tiempos del silencio empezaban a mutarse en los tiempos de la protesta, las calles de Madrid y Barcelona vivirían la permanente revuelta estudiantil. 
Los sucesos de 1956 tuvieron un fuerte impacto en la dictadura. El almirante Carrero Blanco, integrista católico, ferviente antiliberal y franquista hasta la médula, afianzó su poder en el Gobierno, mientras los falangistas perdieron toda influencia real en la política de la dictadura. Alrededor de Carrero se situaron toda una serie de tecnócratas del Opus Dei, liderados por López Rodó, que marcaron la consolidación del viraje económico iniciado desde 1951, que puso fin a la desastrosa y delirante política autárquica. La aprobación en 1959 del Plan de Estabilización, auspiciado por el Fondo Monetario Internacional, afianzó la liberalización económica del régimen, sentando las bases del posterior crecimiento económico de los años sesenta.
Las bases del crecimiento económico de los años cincuenta se sustentaron en la ayuda norteamericana El crecimiento económico de los años sesenta y principios de los setenta, conocidos como los años del desarrollismo, fue posible por la combinación de cuatro grandes factores: la espectacular recuperación y posterior crecimiento económico de los países de Europa occidental fue una válvula de escape para la población activa española, cerca de dos millones de trabajadores emigraron en esos años, que alivió las tensiones del infradesarrollado mercado laboral español; a la vez las remesas de los emigrantes se convirtieron en una importante fuente de divisas que ayudó decisivamente a compensar la siempre deficitaria balanza de pagos española. Por otra parte, las sociedades del bienestar europeas alentaron el crecimiento económico español mediante la aparición del turismo de masas, que encontró en el clima y los bajos precios españoles un paraíso para el descanso vacacional de millones de trabajadores europeos, convirtiéndose en uno de los principales motores del desarrollismo, mediante las divisas ingresadas y el impulso del sector de la construcción, uno de los sectores más dinámicos y corruptos de la economía española. Finalmente, el milagro europeo, esta vez en unión de los EE.UU., posibilitó el cuarto pilar del crecimiento español, constituido por la inversión extranjera, pieza básica en el crecimiento industrial de la época, a pesar de todo rehén de las tentaciones intervencionistas de la dictadura que nunca llegaron a desaparecer. Los pilares sobre los que se asentó el crecimiento de los años sesenta mostraron dramáticamente su fragilidad unos años después cuando estalló la crisis económica de los años setenta.
Emigración, turismo e industria fueron los tres parámetros sobre los que se asentó el crecimiento de la economía española de esos años. A pesar de todo el crecimiento económico de esos años cambió irreversiblemente la naturaleza de la economía y la sociedad española, ingresando en el club de los países industriales. 
4.1. Los cambios en la sociedad.
Los años del desarrollismo tuvieron efectos paradójicos en la España de aquellos años. Por una parte, el crecimiento económico consolidó la dictadura, superados el aislamiento internacional y los años del hambre de la fase autárquica. La memoria de la guerra civil, la maquinaria represora de la dictadura y las penurias y la escasez de los años cuarenta, unidos a las expectativas de mejora de los niveles de vida actuaron de cimentadores de un amplio consenso social en el que se asentó la pervivencia de la dictadura, dando lugar a lo que ha sido llamado el franquismo sociológico, por el que una amplia mayoría social asumió la falta de libertades y la ausencia de un sistema democrático a cambio de una incipiente y mediocre sociedad de consumo, construida sobre la base del pluriempleo. De otra parte, y es lo paradójico del resultado, el crecimiento económico provocó profundas transformaciones en los usos y costumbres de la sociedad española, sobre todo entre las nuevas generaciones nacidas después de la posguerra, cuyos sistemas de valores, modos de vida y aspiraciones se encontraban en las antípodas de las bases doctrinales, culturales y morales de una dictadura anclada en los rancios valores del nacionalcatolicismo, una visión ultramontana que la propia Iglesia católica había abandonado con el papado de Juan XXIII y el Concilio Vaticano II. Así pues, el crecimiento económico posibilitó la pervivencia de la dictadura pero a la vez hizo inviable su continuidad en el medio plazo, como se puso de manifiesto a la muerte de Franco. La incipiente sociedad de consumo, el contacto con el exterior, con las democráticas sociedades del bienestar europeas, a través de la emigración y las riadas de turistas que invadían las costas españolas, inculcaron el virus de la libertad, más en el ámbito de las costumbres y del consumo que en el político, en las mentes de unos españoles que aspiraban a vivir como europeos.
España dejo de ser una sociedad marcadamente rural, consecuencia de la emigración al exterior y la migración del campo a la ciudad de los años cincuenta y sesenta. Una sociedad crecientemente joven, consecuencia del boom de la natalidad producida en esos años. Ambos hechos combinados cambiaron radicalmente las formas de vida, las costumbres y los sistemas de valores de la sociedad española. Cambios que transformaron el paisaje del país, el interior peninsular condenado al subdesarrollo agrícola se hundió demográfica, económica y socialmente, salvo el islote de la capital, frente al pujante litoral mediterráneo y cantábrico. Madrid, Barcelona, y en general la Cataluña costera, el País Vasco, Asturias y determinadas zonas del Levante turístico, fueron los principales receptores y beneficiarios de los procesos migratorios y del crecimiento económico, acentuándose las tradicionales desigualdades regionales de España. La renta per cápita pasó de los cerca de 300 dólares de 1960 a los 2.000 de 1973. De todas formas, en 1975 la renta per cápita española era un 25 % inferior a la media europea. Ahora bien, fue un crecimiento notablemente desigual, al finalizar la dictadura el 1,2% de la población española detentaba el 22% de la riqueza nacional, mientras que el 52% sólo poseía el 21%. 
En la segunda mitad de los años sesenta, con notable retraso respecto de los países europeos, la sociedad de consumo comenzó a irrumpir en España. Los hogares españoles comenzaron a equiparse de electrodomésticos. Estos cambios se materializaron en la transformación de los presupuestos familiares, donde la alimentación pasó del 55% de 1966 al 38% de 1974, a favor de otros gastos más acordes con la incipiente sociedad de consumo como vestido, aparatos eléctricos, automóvil u ocio. Una nueva sociedad más urbana, joven y dinámica estaba surgiendo al calor del crecimiento económico y sus expectativas, demandas y aspiraciones estaban más cercanas a las democráticas sociedades del bienestar europeas que de las rancias banderas de una dictadura sometida a un fuerte proceso de erosión, vinculada orgánicamente al declive físico del dictador.
Estos cambios también encontraron su materialización en la contestación a la dictadura, que aunque siempre en términos cuantitativos fue minoritaria no dejo de crecer desde los años cincuenta, incorporando de forma paulatina a nuevos sectores de la sociedad española. En el mundo laboral las nuevas formas de la protesta encontraron un instrumento de acción en la utilización de las elecciones al sindicato vertical desde 1950, mediante las comisiones de fábrica, antecedente inmediato de las Comisiones Obreras. En este resurgir de la contestación obrera fueron importantes los círculos cristianos organizados en la JOC –Juventudes Obreras Católicas- y la HOAC –Hermandades Obreras de Acción Católica- y la USO –Unión Sindical Obrera-, al que pronto se incorporaría el PCE. De los círculos universitarios surgió en esos años el FLP –Frente de Liberación Popular- popularmente conocido como Felipe, que tuvo en Madrid y Barcelona sus principales focos, con postulados próximos a la nueva izquierda. La minería, el metal y la construcción fueron punta de lanza en el País Vasco, Asturias, la Cataluña industrial y Madrid de la conflictividad obrera contra la dictadura. 
La nueva clase obrera se formó en un contexto complejo en el que se combinó su incorporación a la fábrica y su hacinamiento en los arrabales obreros de la gran ciudad, carentes de todo tipo de infraestructuras. Así la lucha por el salario y la vivienda se convirtieron en los motores del ciclo del conflicto obrero, en los tres grandes espacios simbólicos de la nueva clase obrera el tajo, la fábrica y el barrio. La pujanza del nuevo movimiento obrero llevó en 1967 a la ilegalización de las Comisiones Obreras. A la vez, la contestación en la Universidad alcanzaba niveles desconocidos articulada alrededor del SDEUB y el SDEUM, el sindicato democrático de estudiantes que fue perseguido hasta su desarticulación en 1969. En 1962 se fundó la organización vasca ETA, que progresivamente se deslizó hacia las acciones armadas, dentro de la lógica de respuesta a la dura represión de la dictadura, hasta que en un enfrentamiento con la guardia civil el 7 de junio de 1968 mataron a un guardia civil, dando inicio a la sangrienta trayectoria del terrorismo etarra, el 2 de agosto asesinaban a Melitón Manzanas, jefe de la brigada político-social de Bilbao y reconocido torturador, tras lo que se declaró el estado de excepción que pondría en marcha la dinámica acción-represión-acción de la que no se descalgó ETA en toda su historia, las detenciones de 1969 de numerosos militantes de ETA pusieron en marcha el proceso de Burgos, iniciado el 3 de diciembre de 1970 con 16 encausados y 6 peticiones de pena de muerte, que desató una amplia campaña de movilizaciones en el interior y en el exterior y convirtió a ETA en un referente de la lucha contra la dictadura para importantes sectores de la sociedad vasca. En 1971 se produjo el cierre del diario Madrid, la voladura de su edificio puso de manifiesto la inviabilidad de la política aperturista de la dictadura, su carácter irreformable. 
Los años setenta registraron un crecimiento sostenido de la protesta social y de la influencia de la oposición democrática. El movimiento obrero se había reconstituido alrededor de la experiencia de las comisiones obreras, mostrando una creciente pujanza en las ciudades industriales, que ya desbordaba los sectores más combativos, minería, metal y construcción, extendiéndose por el sector público y de los servicios. La revuelta estudiantil fue una constante en el decenio de los setenta hasta el restablecimiento de la democracia. Hasta los sectores profesionales comenzaron a incorporarse a las filas de la oposición a la dictadura. En junio de 1972 fueron detenidos en Pozuelo de Alarcón los dirigentes de Comisiones Obreras, dando lugar al famoso proceso 1001. 
El 20 de diciembre de 1973 se produjo el atentado que costo la vida a Carrero Blanco, presidente del Gobierno. El golpe fue brutal. Madrid quedó conmocionado y por las calles se extendió el miedo a la reacción de los sectores ultras y del ejército. La tensión resultaba insoportable y se desbordó en el entierro de Carrero Blanco, cuando la ultraderecha insultó y amenazó al cardenal Enrique Tarancón, arzobispo de Madrid desde 1971. El grito de Tarancón al paredón resonó en las concentraciones ultras de esos años por las calles de Madrid, manifestación de las crecientes divergencias entre la Iglesia y la dictadura. En julio de 1974 se constituyó en París la Junta Democrática, formada por el PCE, dirigido por Santiago Carrillo, el PSP –Partido Socialista Popular-, el PTE –Partido del Trabajo de España- y destacadas personalidades de la oposición democrática, que formuló la estrategia de la ruptura democrática para poner fin a la dictadura. El impacto de la triunfante Revolución de los claveles del 24 de abril de 1974, que terminó con la dictadura en Portugal, alimentó los sueños en las filas de la oposición democrática española. En mayo de 1975 se había formado la Plataforma Democrática por el PSOE, Izquierda Democrática Cristiana, PNV –Partido Nacionalista Vasco-, ORT –Organización Revolucionaria de Trabajadores-, Unió Democratica de Catalunya, MCE –Movimiento Comunista de España- y Reagrupament Socialista de Catalunya. Finalmente, el dictador tras una inacabable agonía murió el 20 de noviembre de 1975, las calles de España se sumieron en un silencio expectante. En Cataluña la oposición democrática se reunió en la Assemblea de Catalunya, que aglutinó tras de si a un amplio espectro de la sociedad catalana bajo los lemas de Llibertat, Amnistia i Estatut d´Autonomia, donde desempeñó un papel dominante el PSUC –Partit Socialista Unificat de Catalunya-. 
 

5. Transición y democracia.
El 22 de julio de 1969 don Juan Carlos había sido designado sucesor del general Franco en la jefatura del Estado a título de rey y con el título provisional de príncipe de España. Tras la muerte del dictador fue proclamado por las Cortes franquistas rey el 22 de noviembre de 1975. En su discurso de proclamación expresó su deseo de ser el Rey de todos los españoles. Se iniciaba una difícil etapa, en la que Juan Carlos I se jugaba la continuidad de la monarquía. Su legitimidad era precaria, dado su nombramiento por el dictador y las resistencias al desmantelamiento del franquismo por parte de amplios sectores de la dictadura.
La incertidumbre sobre el inmediato futuro se palpaba en todos los ambientes. La conflictividad social que desde septiembre de 1975 venía desarrollándose comenzó a desbordarse en el mes de diciembre, el metal, la construcción, Correos, el transporte público, la banca fueron progresivamente a la huelga, cuyos momentos culminantes llegaron en enero de 1976. Fue la famosa huelga de Madrid. El 5 de marzo de 1976 la policía mató a 4 trabajadores en Vitoria durante una manifestación. Mientras, la ultraderecha franquista, en connivencia con sectores de la policía política, trató de sembrar el terror en las calles de Madrid y el País Vasco. El 9 de mayo de 1976 los sucesos de Montejurra, en Navarra, marcaron un hito. La estrategia de la tensión, tal como fue conocida, encontró su punto culminante con el asesinato de los abogados laboralistas de la calle Atocha el 24 de enero de 1977. El impacto fue enorme, a su entierro acudieron decenas de miles de personas. Entre enero de 1976 y junio de 1977, fecha de las primeras elecciones democráticas, España vivió un estado de agitación permanente, las manifestaciones por la libertad y la amnistía ocuparon las calles de las principales ciudades españolas, particularmente en el País Vasco, Cataluña y Madrid.
El inmovilismo político quedó ejemplificado en la figura del primer jefe de Gobierno del postfranquismo, Carlos Arias Navarro. La parálisis política y el incremento de la conflictividad social, llevaron al rey a destituir a Arias Navarro el 1 de julio de 1976. El 3 de julio era nombrado por el Rey un desconocido Adolfo Suárez como presidente del Gobierno. A pesar del escepticismo con el que fue recibido su nombramiento, que despertó serias dudas en España y en el extranjero, sobre la voluntad democrática de Juan Carlos I y las posibilidades de transformar un régimen dictatorial en una democracia, la apuesta Suárez resulto capital para el proceso de Transición. 
Adolfo Suárez fue uno de los principales artífices de la Transición. Desde la Presidencia del Gobierno impulsó la aprobación por las Cortes franquistas de la Ley de Reforma Política. El 17 de marzo de 1977 el Gobierno Suárez amplió la amnistía del 30 de julio de 1976. A partir de esos momentos los acontecimientos se precipitaron. El 18 de marzo el Gobierno Suárez aprobó la Ley electoral. El 9 de abril Suárez dio un golpe de efecto trascendental para la Transición con la legalización del PCE en plena Semana Santa, despejando las incógnitas respecto de la aceptación de las elecciones por la oposición democrática. Una apuesta arriesgada que provocó la inquina y el rencor de los sectores franquistas de la cúpula militar. De abril al 15 de junio de 1977 se vivió la fiesta de la libertad. Una explosión de color y de júbilo recorrió las calles de las ciudades españolas, la campaña electoral de las primeras elecciones democráticas fueron una auténtica fiesta, los españoles acudieron masivamente a los mítines de los distintos partidos políticos en una constante celebración de la democracia y la libertad. 
El 3 de mayo de 1977 nació Unión de Centro Democrático, agrupación de fuerzas procedentes del reformismo franquista y de la oposición democrática moderada. En las elecciones del 15 de junio la UCD obtuvo la mayoría relativa con 165 escaños. Las Cortes elegidas se convirtieron en Cortes Constituyentes, al elaborar la Constitución que fue aprobada en referéndum el 6 de diciembre de 1978. En octubre de 1974 en la localidad francesa de Suresnes, Felipe González era nombrado primer secretario del PSOE. Una nueva dirección formada por dirigentes del interior se hacia cargo del histórico partido. El apoyo de la Internacional Socialista, la capacidad política de los jóvenes dirigentes y el atractivo y liderazgo de Felipe González confirmaron al PSOE como el principal partido de la izquierda española y de la oposición tras las elecciones de junio. Finalmente el PSOE aglutinó a todos las familias socialistas, incluido el PSP de Enrique Tierno Galván. El partido creció de manera espectacular de los apenas 10.000 afiliados de 1976 se pasó a los más de 100.000 de 1979. Este crecimiento de aluvión mostró la pujanza y el atractivo del nuevo PSOE y, más tarde, también su fragilidad cuando disfrutando del poder estallaron varios escándalos de corrupción, el más dañino de todos el de Luis Roldán, director de la Guardia Civil. El tándem Felipe González-Alfonso Guerra demostró en los años que median entre Suresnes y el triunfo electoral de 1982 toda su potencialidad. 
En marzo de 1977 se celebró el Congreso Constituyente de Alianza Popular (AP), ante la inminencia de la convocatoria de las primeras elecciones democráticas por el Gobierno de Adolfo Suárez. Alianza Popular liderada por Fraga se convirtió en la organización política que aglutinó a los representantes del franquismo, sus claras vinculaciones con la dictadura quedaron plasmadas en la presencia en su dirección de significados exministros franquistas. Esta clara identificación con la dictadura llevó al fracaso de Alianza Popular en las elecciones de junio de 1977, en las que sólo obtuvo 16 escaños y el 8,36 % de los votos, los resultados de las elecciones de 1979 fueron aún peores, donde cosechó 9 escaños y el 5,96% de los votos. La identificación con el franquismo auguraba la marginalidad de AP. La crisis interna de la UCD hizo posible la reorganización de la derecha española en torno a Alianza Popular. El descabalgamiento de Adolfo Suárez, las luchas internas y la falta de liderazgo de sus sucesores jugaron a favor de la organización liderada por Manuel Fraga. 
El PCE obtuvo unos resultados modestos para sus expectativas, que terminó por desembocar en una importante crisis interna materializada en 1981, que casi le llevó a su marginalidad política. Por otra parte, en el País Vasco y Cataluña los partidos nacionalistas alcanzaron cotas significativas de representación, tanto el histórico PNV, liderado por Xabier Arzalluz y Carlos Garaicoetxea, hasta la posterior crisis que se saldo con la salida de Garaicoetxea y la fundación de Eusko Alkartasuna, como la reciente coalición entre Convergencia Democratica de Catalunya y Unió Democratica de Catalunya –CiU-, liderada por Jordi Pujol. Que con la aprobación de los Estatutos de Autonomía se convirtieron en el eje político de los dos territorio históricos. Un hecho trascendental fue en la definición de la Estado de las Autonomías el regreso a España de los dos líderes históricos en el exilio que habían mantenido la legitimidad de los Gobiernos Autonómicos de Euskadi y Catalunya, José María de Leizaola y Joseph Tarradellas, que encabezaron los Gobiernos preautonómicos que de hecho enlazaban con la legalidad republicana.
En 1976 la VII Asamblea de ETA dio lugar a la ruptura de la organización en dos ramas, la que sería conocida como ETApolítico-militar y Eta militar, la primera de ellas terminó disolviéndose y dando lugar al nacimiento de un partido político Euskadiko Ezquerra, dirigido por José María Bandrés y Mario Onaindía, que posteriormente se fusionaría con el Partido Socialista de Euskadi; la segunda mantuvo su estrategia terrorista, alentando la formación de Herri Batasuna, partido-movimiento dependiente del brazo militar representado por ETA. 
Tras las elecciones de 1977 se elaboró la Constitución que fue aprobada en referéndum el 6 de diciembre de 1978, por la que se establecía como forma política del Estado la Monarquía parlamentaria. La Constitución definía a España como un Estado social de derecho, en el que se restablecían las libertades políticas y se reconocían los derechos sociales, en consonancia con los sistemas democráticos europeos. El Título VIII de la Constitución, por el que se creaba el Estado de las Autonomías, terminó por transformar radicalmente la forma de organización del Estado, en los años posteriores la aprobación de los diferentes Estatutos de Autonomía y el traspaso de competencias dio lugar a una nueva distribución del poder acorde con la realidad plurinacional y plurirregional de España, donde las nacionalidades históricas, Cataluña, País Vasco y Galicia vieron reconocida su personalidad específica. Fue una de las transformaciones más sustanciales producidas con el restablecimiento de la democracia, cuyo antecedente inmediato habría que situar durante la II República. Con ello se inicio una nueva organización territorial y del reparto del poder político que rompía con la dinámica centralista introducida con la llegada de la dinastía borbónica tras la guerra de Sucesión y la aprobación de los decretos de Nueva Planta.
La Transición política a la democracia quedaba así completada en lo esencial, aunque todavía permanecían fuera de ella importantes sectores nostálgicos de la dictadura, sobre todo entre los altos mandos militares, el ruido de sables en los cuarteles fue una constante durante todo el periodo, el punto culminante de la estrategia de la tensión se alcanzó con el golpe de Estado del 23 de febrero de 1981. 
Los Gobiernos de Adolfo Suárez tuvieron que enfrentarse a una complicadísima situación política, en la que se combinó la crisis económica de los setenta, el permanente ruido de sables en los cuarteles, los atentados terroristas de ETA y el GRAPO y la crisis de la UCD. En el otoño-invierno de 1980-81, la crisis de la UCD, los atentados terroristas y la permanente conspiración militar precipitó los acontecimientos. Suárez presentó sorpresivamente la dimisión como Presidente del Gobierno y en el Congreso de la UCD de febrero de 1981 cedió el liderazgo a Rodríguez Sahagún. El 23 de febrero de 1981 durante la sesión de investidura de Leopoldo Calvo Sotelo se produjo el intento de golpe de Estado. El asalto al Congreso de los Diputados por el teniente coronel de la Guardia Civil Antonio Tejero, colocó a la sociedad española al borde del abismo, en esas horas dramáticas la figura de Juan Carlos I cobró una trascendencia capital. La apuesta del Rey por el sistema democrático fue decisiva para el fracaso del golpe. 
El fracasado golpe de Estado, la debilidad de liderazgo de Leopoldo Calvo Sotelo, sustituto de Suárez como Presidente del Gobierno, y el estallido interno de la UCD favorecieron el arrollador triunfo del PSOE en las elecciones del 28 de octubre de 1982. El PSOE conquistó una mayoría social histórica, con el 48,4% de los votos y 202 escaños, la izquierda recuperaba el poder por primera vez desde la época de la Segunda República. Muchas esperanzas y también incertidumbres se concitaron entorno a la llegada del PSOE al poder. Los socialistas llegaban al Gobierno con un ambicioso programa reformista, que había sido sintetizado en el slogan de la campaña electoral Por el cambio. 
 

La democracia.
La coyuntura política y económica era harto complicada. En el plano político tres hechos marcaban la agenda: la interminable crisis económica, los rescoldos del fracasado golpe de Estado, manifestación del difícil encaje del ejército franquista en la democracia, problema que fue solucionado definitivamente durante la gestión socialista transformando radicalmente al ejército español, y la violencia terrorista heredada del franquismo, el terrorismo de ETA se convirtió así en el principal problema político de la democracia española, los intentos de encontrar una solución política desplegados por la UCD y el PSOE fracasaron estrepitosamente ante la dinámica del terror de ETA. El recurso a la guerra sucia tampoco dio sus frutos, la creación de los GAL en el entorno del Ministerio del Interior sólo alimentó la espiral de violencia y dio argumentos a ETA para alistar a una nueva generación de terroristas, el PSOE terminó por pagar electoralmente la violación de las normas del Estado de Derecho. 
Fue en el plano económico y social donde el PSOE en sus largos años de Gobierno cosechó sus mejores resultados. Entre 1982 y 1985 tuvo que enfrentarse al doble reto de superar la gravísima crisis económica que se arrastraba desde la primera mitad de los años setenta y las negociaciones para el ingreso de España a la Comunidad Europea. Fue en los años ochenta cuando culminó la transición económica del capitalismo corporativo de la dictadura a una economía de mercado sometida a las reglas de la Comunidad Europea. El programa económico desarrollado por Miguel Boyer y Carlos Solchaga logró finalmente la recuperación, ayudado por una coyuntura favorable, a la vez que se desarrollaban costosos, desde el punto de vista social y económico, programas de reconversión de la obsoleta estructura, tanto de la industria como del sector financiero y energético. La modernización de la economía española fue un largo proceso que, con el ingreso de España en la CEE, permitieron el crecimiento de la segunda mitad de los años ochenta. 
Directamente vinculado con el programa económico estuvo la política social, uno de los grandes logros de la gestión socialista fue la consolidación del Estado del bienestar en España, las reformas en sanidad, educación y prestaciones sociales elevaron el gasto público en una coyuntura económica difícil y a contracorriente en el escenario internacional, en el que predominaba la reducción del gasto público, pero lograron por vez primera en la historia de España la universalización de bienes sociales básicos como la sanidad, la educación, las pensiones y las prestaciones sociales, características del modelo de las sociedades del bienestar de la Unión Europea.
También fue uno de los grandes activos de los Gobiernos del PSOE el incremento de la proyección exterior de España, en primer lugar con la incorporación a Europa, donde el liderazgo de Felipe González también se dejó sentir al formar un sólido equipo con Jacques Delors, presidente de la Comisión Europea, Helmuth Kohl, canciller alemán, y François Miterrand, presidente de Francia, a favor del proceso de integración que desembocó en el Tratado de Maastricht por el que la CEE se convirtió en la Unión Europea. Esa nueva proyección internacional tuvo un importante coste político para el PSOE, la celebración del referéndum de la OTAN, compromiso electoral de 1982, y la solitaria campaña del PSOE por su permanencia en la alianza militar, provocó la deserción y el desengaño de sectores situados en la izquierda sociológica española. Los días de vino y rosas del gobierno socialista comenzaron a avinagrarse en sectores importantes de sus bases sociales, especialmente entre las ilustradas clases medias urbanas. En este contexto se fundó la coalición Izquierda Unida, liderada por el PCE. Asimismo, empezaron a despuntar dos fuerzas de la izquierda nacionalista en Cataluña y Galicia, Esquerra Republicana de Catalunya y el Bloque Nacionalista Galego -BNG-.
Los desencuentros con los sindicatos, particularmente con la UGT, bajo la dirección de Nicolás Redondo, respecto de la política económica terminaron por desembocar en la convocatoria de una huelga general el 14 de diciembre de 1988 que fue seguida masivamente. Fue una llamada de atención sobre el gobierno socialista que no fue suficientemente atendida, los fastos de 1992, Olimpiadas de Barcelona y Expo de Sevilla, encubrieron la erosión del apoyo social. La crisis de 1992-1993 no hizo sino profundizar la ruptura con sus bases electorales, el estallido de los escándalos de corrupción y los procesos judiciales relacionados con los GAL, que llevaron a la cúpula de Interior a la cárcel, hicieron el resto, tras la apurada victoria de 1993, y en un clima asfixiante de crispación política y mediática, finalmente en 1996 el PSOE perdió las elecciones frente al renovado Partido Popular liderado por José María Aznar.
El liderazgo de Fraga permitió aglutinar tras Alianza Popular a la derecha española, pero también puso de manifiesto el llamado techo electoral de la misma. En el IX Congreso celebrado en enero de 1989 se cambio el nombre por Partido Popular, en el que Francisco Álvarez Cascos fue elegido Secretario General. En septiembre de 1989 la dirección del partido a propuesta de Fraga eligió a José María Aznar como cartel electoral para las elecciones de octubre de 1989, a la sazón vicepresidente del partido y presidente de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, donde obtuvo unos modestos resultados con 107 escaños y el 25,84% de los votos. En abril de 1990 se celebró el X Congreso del PP donde Aznar fue elegido presidente del mismo. Los esfuerzos del equipo liderado por Aznar para centrar el Partido Popular y conquistar el apoyo de las clases medias urbanas encontraron sus primeros éxitos consistentes en las elecciones municipales y autonómicas de 1991. 
La convocatoria electoral de 1993 llevó al PP a acariciar la victoria, el nuevo triunfo del PSOE, aunque ya sin mayoría absoluta, provocó una enorme decepción en el PP y en el centroderecha español, a pesar de todo los resultados supusieron la confirmación del liderazgo de Aznar, que rompió el techo electoral de Fraga con los 141 escaños obtenidos y el 34,77% de los votos. El deterioro del apoyo social del PSOE, la retirada del apoyo parlamentario por CiU –Convergencia i Unió -, el acoso mediático y el viaje al centro del PP liderado por Aznar, llevaron en las elecciones de 1996 al triunfo del PP por mayoría relativa. Aznar pudo formar Gobierno con los 156 escaños conseguidos -consecuencia del 38,79% de los votos- y el apoyo parlamentario de CiU, PNV –Partido Nacionalista Vasco- y Coalición Canaria. 
La gestión económica, favorecida por la expansiva coyuntura de la economía mundial, permitió cumplir el Programa de Convergencia de la Unión Europea y participar en la creación del euro. En esta primera legislatura las privatizaciones de las empresas públicas con el objetivo declarado de liberalizar los mercados fueron uno de los pilares de la acción del Gobierno. El crecimiento económico registrado entre 1996 y el año 2000, junto con el fin de la crispación política de la última etapa de gobierno del PSOE, unido a la crisis de liderazgo de los socialistas facilitó la mayoría absoluta obtenida por el PP en las elecciones de marzo de 2000, donde obtuvo 183 escaños. 
Las privatizaciones provocaron una insuficiente liberalización de sectores económicos claves como el financiero y el energético, en cuyos mercados los principios de competencia están todavía bastante alejados de otros países desarrollados. El sesgo intervencionista del Gobierno del PP donde se dejo sentir con más fuerza fue en el sector de las telecomunicaciones y de los medios de comunicación. Bajo la dirección de Álvarez Cascos, a la sazón vicepresidente primero del Gobierno, se puso en marcha la llamada batalla del fútbol en 1997 y 1998, por la que el Gobierno trato de torpedear uno de los principales grupos de comunicación de España, el grupo Prisa, editor del diario El País, y propietario de las televisiones Canal+ y Canal Satélite Digital, a la vez que organizaba un grupo de comunicación afín al Gobierno con los ingentes recursos de la recientemente privatizada Telefónica. Tras la mayoría absoluta el PP desarrolló una amplia labor legislativa con la que quiso dejar su impronta en áreas claves de la sociedad española, como en el caso de la educación. 
La mayoría absoluta del PP acentuó los tintes presidencialistas de Aznar, tal como había sucedido con Felipe González. Durante esa legislatura hizo de la bandera antiterrorista una de sus principales señas de identidad, envuelta en ella puso en marcha toda una estrategia política para introducir un discurso crecientemente nacionalista, cuyas fuentes se encontraban en el viejo nacionalismo español cuyas aristas más rancias encontraron expresión durante la dictadura franquista, el País Vasco fue el Santo Grial de la nueva estrategia política que encontró un aliado eficaz en la deriva soberanista del PNV. Las continuas apelaciones a la unidad de España y las exageradas advertencias sobre los peligros de división de España trataron de neutralizar políticamente al PSOE, para impedir su consolidación como alternativa de Gobierno. En esta estrategia la persecución de los llamados constitucionalistas, PP y PSOE, en el País Vasco por el entorno de ETA, liderado por Herri Batasuna, y el asesinato de concejales, políticos y destacados miembros del sector no nacionalista, junto con la pasividad del Gobierno Vasco dirigido por el PNV favorecieron dicha estrategia. Mientras el PSOE trataba se salir de su crisis mediante la elección de un joven Secretario General, José Luis Rodríguez Zapatero, el PP gozó de una cómoda hegemonía política que acentuó los rasgos presidencialistas de Aznar. El control de los medios de comunicación públicos, en especial de la televisión, y el apoyo de buena parte de los privados, controlados por sectores afines al Gobierno, facilitaron dicha labor. La crisis de las vacas locas y su mala gestión a los pocos meses de conquistar la mayoría absoluta en 2000 fueron un síntoma de lo que posteriormente sucedería. 
La fuerte contestación a la reforma educativa durante 2002, sobre todo a la referida a la enseñanza universitaria, donde el Gobierno demostró una nula capacidad de diálogo, fue otro escollo en la cómoda hegemonía política del PP. La Huelga General del 20 de junio de 2002 contra el Decreto sobre el empleo marcó un punto de inflexión, el diálogo social con los sindicatos quedo maltrecho y la miopía política del Gobierno, al negar su incidencia antes de que apenas hubiera comenzado, fue un acicate para su éxito. El Gobierno del PP cosechó su primera derrota política de importancia, al verse obligado a retirar, pese a sus promesas en contrario, el llamado decretazo. Fue un punto de inflexión en el inicio de la recuperación de un alicaído PSOE desde la perdida del poder en 1996. El estallido de la crisis del Prestige, consecuencia de la desafortunadísima gestión del accidente del petrolero de ese nombre frente a las costas gallegas en noviembre de 2002, negando la evidencia de la existencia de la marea negra, provocó un amplio movimiento de rechazo social en la anteriormente tranquila Galicia, articulada alrededor de la plataforma ciudadana Nunca Mais. Casi sin solución de continuidad la crisis del Prestige se encadenó con la crisis de Irak, donde Aznar se embarcó con los EE. UU. y Gran Bretaña en el desencadenamiento de la ilegal guerra de Irak, al margen de la legalidad internacional representada por la ONU. Esta posición que contó con el rechazo mayoritario de la sociedad española y dio lugar a las movilizaciones más importantes de la reciente historia de España, entre las que destacan las del 15 de febrero de 2003. Por primera vez, desde las elecciones de 1996 la derrota electoral del PP se vislumbró como una posibilidad real. Las elecciones autonómicas y municipales del 25 de mayo de ese año redujeron sustancialmente la erosión política del PP, al lograr el PSOE sólo una ajustada victoria electoral.
 

